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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Registro digital: 2032653 
Instancia: Pleno 
Duodécima Época 
Materias(s): Común, Civil 
Tesis: P./J. 150/2026 (12a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
CONOCIMIENTO DEL ORIGEN BIOLÓGICO. IMPORTANCIA Y RELACIÓN CON EL DERECHO A LA IDENTIDAD DE UNA 
PERSONA MENOR DE EDAD. 
 
Hechos: En un juicio de reconocimiento de paternidad promovido por el padre biológico de una persona menor de edad 
contra quien lo registró como hijo propio (padre legal), se acreditó que el actor es el progenitor biológico.  
En diversas instancias jurisdiccionales se resolvió que, con base en los principios de prevalencia familiar y del interés 
superior de la infancia, al encontrarse el adolescente integrado a un núcleo familiar legal en el que desarrolló vínculos de 
apego y estabilidad emocional, su filiación jurídica quedaría intocada y prevalecería sobre el derecho a la filiación 
coincidente con su origen. Se determinó que el padre legal era la persona más apta para informar al adolescente sobre su 
verdad biológica, lo que debía acontecer bajo la supervisión de un especialista y hasta antes de que cumpliera la mayoría 
de edad; además, se dejaron a salvo los derechos de la persona menor de edad para investigar su paternidad cuando así 
lo considere.  
El padre biológico promovió amparo directo y argumentó que se vulneró el derecho a la identidad y el interés superior de 
la infancia, al impedir que se comunicara de forma inmediata a la persona menor de edad su origen biológico. 
El Tribunal Colegiado de Circuito negó el amparo y concluyó que resultaba preferible proteger la continuidad del hijo en 
el núcleo familiar en el que se encontraba integrado y se desarrollaba de manera saludable, en lugar de provocar 
perturbaciones en su estabilidad personal, familiar y social. Además, que se acreditaba una excepción al principio del 
mantenimiento de las relaciones familiares biológicas, por lo que dar prioridad al nexo relativo podría afectar los 
sentimientos y estabilidad familiar del niño. 
El padre biológico interpuso recurso de revisión, solicitó que la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinara los 
alcances del derecho a conocer el origen biológico propio, como parte del derecho a la identidad de una persona menor 
de edad cuya filiación jurídica no coincide con la biológica. 
 
Criterio jurídico: El derecho al conocimiento del origen biológico incide en el desarrollo de distintos aspectos que 
conforman la identidad personal, como físicos, espirituales, psicológicos, culturales, ideológicos, religiosos, científicos y 
políticos, entre otros, que posibilitan a las personas individualizarse y distinguirse en una sociedad. De ahí que el acceso a 
la verdad biológica propicie en las personas menores de edad una concientización sobre su pasado y les permita conformar 



 
una identidad en libertad, lo que contribuye a la conformación de la propia imagen y fomenta un adecuado desarrollo de 
la personalidad. 
 
Justificación: La identidad de una persona va de la mano con su filiación, su verdad personal y su interacción con la 
sociedad; puede formarse o definirse a partir de su pasado, su presente y la proyección de su futuro dentro de un orden 
social. Es un concepto complejo inherente al ser humano que se conforma por diversos derechos, tales como el 
conocimiento del origen biológico, el nombre y la nacionalidad.  
Respetar y garantizar la identidad de las personas permite el ejercicio de diversos derechos, como la libertad, el desarrollo 
de la personalidad, la permanencia familiar, la alimentación, la educación, la salud y el sano esparcimiento, entre otros 
que también propician la consolidación de la realidad social de la persona y que pueden involucrarse casuísticamente en 
atención al contexto de cada controversia. 
Así, el conocimiento del origen biológico proporciona a las personas información familiar, genética e histórica que les 
permite: a) construir una verdad personal a partir del conocimiento y del entendimiento de sus propias raíces y b) 
desarrollar y edificar una proyección social, desde lo que se decide ser; por tanto, es esencial para la construcción de la 
identidad personal. 
 
PLENO. 
 
Amparo directo en revisión 4002/2023. 20 de enero de 2026. Unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Sara 
Irene Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, María Estela 
Ríos González, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf, Giovanni Azael Figueroa Mejía, quien 
formuló voto concurrente que no impacta en el tema de la tesis, Arístides Rodrigo Guerrero García y Presidente Hugo 
Aguilar Ortiz quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretariado: Carlos 
Adrián López Sánchez y Rocío Montserrat Fernández Nungaray. 
 
El Comité de Revisión, Aprobación y Numeración de Tesis, en sesión de diecinueve de junio de dos mil veintiséis, y las 
personas Ministras que integran el Pleno de este Tribunal, aprobaron, con el número 150/2026 (12a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México a dos de julio de dos mil veintiséis. 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2026 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de septiembre de 2026, para los efectos previstos en el 
punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Registro digital: 2032655 
Instancia: Pleno 
Duodécima Época 
Materias(s): Constitucional, Civil 
Tesis: P./J. 151/2026 (12a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
DERECHO A LA IDENTIDAD DE LAS PERSONAS MENORES DE EDAD. CUANDO LA FILIACIÓN JURÍDICA NO SEA 
COINCIDENTE CON LA VERDAD BIOLÓGICA, DEBE DETERMINARSE EL VÍNCULO QUE HA DE PREVALECER Y, DE SER EL 
CASO, LA MANERA EN QUE SE RESPETARÁ Y MATERIALIZARÁ EL DERECHO AL CONOCIMIENTO DEL ORIGEN BIOLÓGICO. 
 
Hechos: En un juicio de reconocimiento de paternidad promovido por el padre biológico de una persona menor de edad 
contra quien lo registró como hijo propio (padre legal), se acreditó que el actor es el progenitor biológico.  
En diversas instancias jurisdiccionales se resolvió que, con base en los principios de prevalencia familiar y del interés 
superior de la infancia, al encontrarse el adolescente integrado a un núcleo familiar legal en el que desarrolló vínculos de 
apego y estabilidad emocional, su filiación jurídica quedaría intocada y prevalecería sobre el derecho a la filiación 
coincidente con su origen. Se determinó que el padre legal era la persona más apta para informar al adolescente sobre su 



 
verdad biológica, lo que debía acontecer bajo la supervisión de un especialista y hasta antes de que cumpliera la mayoría 
de edad; además, se dejaron a salvo los derechos de la persona menor de edad para investigar su paternidad cuando así 
lo considere.  
El padre biológico promovió amparo directo y argumentó que se vulneró el derecho a la identidad y el interés superior de 
la infancia, al impedir que se comunicara de forma inmediata a la persona menor de edad su origen biológico. 
El Tribunal Colegiado de Circuito negó el amparo y concluyó que resultaba preferible proteger la continuidad del hijo en 
el núcleo familiar en el que se encontraba integrado y se desarrollaba de manera saludable, en lugar de provocar 
perturbaciones en su estabilidad personal, familiar y social. Además, que se acreditaba una excepción al principio del 
mantenimiento de las relaciones familiares biológicas, por lo que dar prioridad al nexo relativo podría afectar los 
sentimientos y estabilidad familiar del niño. 
El padre biológico interpuso recurso de revisión, solicitó que la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinara los 
alcances del derecho a conocer el origen biológico propio, como parte del derecho a la identidad de una persona menor 
de edad cuya filiación jurídica no coincide con la biológica. 
 
Criterio jurídico: Cuando la filiación jurídica de una persona menor de edad no coincida con su origen biológico, la persona 
juzgadora deberá determinar el vínculo jurídico que ha de prevalecer y, de ser el caso, la forma en que se materializará el 
derecho al conocimiento de la verdad biológica. Para ello, en estricta evaluación de la autonomía progresiva de la niña, 
niño o adolescente, se debe fundar y motivar la decisión en atención a las particularidades de cada uno, lo que deberá 
incluir la fijación de medidas tendientes a procurar la menor incidencia en su estabilidad emocional y en su salud mental, 
así como el restablecimiento en la estabilidad con su familia. 
 
Justificación: La filiación no es una consecuencia necesaria e inmediata del origen biológico. El derecho a la identidad 
acepta una bifurcación entre el conocimiento del origen biológico de una persona respecto al establecimiento de su 
filiación con concordancia biológica. 
Las problemáticas que involucran personas menores de edad, por su propia naturaleza, son contextuales. En este sentido, 
en atención a las particularidades de cada caso y controversia, corresponde a las personas juzgadoras decidir sobre el 
vínculo jurídico que debe prevalecer como mejor opción de filiación y si se debe informar a la niña, niño o adolescente 
involucrado que su filiación jurídica no coincide con la biológica. 
Para ello, debe partirse de la premisa y regla general de que las personas menores de edad son titulares del derecho a esa 
información, y de ser posible, deben tener acceso al conocimiento de sus orígenes. Así, para materializar el derecho al 
conocimiento del origen biológico, deben establecerse medidas tendientes a procurar tanto la menor incidencia negativa 
en su estabilidad emocional, como el restablecimiento de su salud mental y la estabilidad en su familia. 
Sólo en casos excepcionales y cuando así lo justifique el interés superior de la infancia, de considerar que allegarle dicha 
información no es lo mejor para proteger y garantizar sus derechos, a partir de una motivación reforzada, se debe razonar 
y justificar por qué tener conocimiento sobre su verdad biológica le resultaría perjudicial o le generaría una mayor 
afectación para su identidad y la protección de sus intereses. 
También se debe motivar reforzadamente que ese ocultamiento de la verdad biológica aporta mayores beneficios a su 
estabilidad emocional, respecto a aquellos que se le generarían de tener acceso a su información genética y médica 
familiar, razonamiento que debe hacerse a partir del derecho a la salud, tanto física como mental. 
 
PLENO. 
 
Amparo directo en revisión 4002/2023. 20 de enero de 2026. Unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Sara 
Irene Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, María Estela 
Ríos González, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf, Giovanni Azael Figueroa Mejía, quien 
formuló voto concurrente, Arístides Rodrigo Guerrero García y Presidente Hugo Aguilar Ortiz quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretariado: Carlos Adrián López Sánchez y Rocío 
Montserrat Fernández Nungaray. 
 
El Comité de Revisión, Aprobación y Numeración de Tesis, en sesión de diecinueve de junio de dos mil veintiséis, y las 
personas Ministras que integran el Pleno de este Tribunal, aprobaron, con el número 151/2026 (12a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México a dos de julio de dos mil veintiséis. 



 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2026 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de septiembre de 2026, para los efectos previstos en el 
punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Registro digital: 2032654 
Instancia: Pleno 
Duodécima Época 
Materias(s): Constitucional, Civil 
Tesis: P./J. 184/2026 (12a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
DERECHO AL CONOCIMIENTO DEL ORIGEN BIOLÓGICO COMO FACETA DEL DERECHO A LA IDENTIDAD DE LAS PERSONAS 
MENORES DE EDAD. SUPUESTO EN QUE SE ACTUALIZA UNA CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD PARA LA 
PROCEDENCIA DEL AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. 
 
Hechos: En un juicio de reconocimiento de paternidad promovido contra quien registró a una persona menor de edad 
como hijo propio (padre legal), se acreditó que el actor es el progenitor biológico. 
En diversas instancias jurisdiccionales se resolvió, con base en los principios de prevalencia familiar y del interés superior 
de la infancia, que como el adolescente estaba integrado a un núcleo familiar legal en el que desarrolló vínculos de apego 
y estabilidad emocional, su filiación jurídica quedaría intocada y prevalecería sobre el derecho a la filiación coincidente 
con su origen, por lo que se dejó en el padre legal la decisión sobre el momento y la forma de informar al adolescente su 
origen biológico. 
El padre biológico promovió amparo directo y argumentó que se vulneran el derecho a la identidad y el interés superior a 
la infancia, al impedir que se le comunique de forma inmediata su origen biológico. 
El Tribunal Colegiado de Circuito negó el amparo y concluyó que resultaba preferible proteger la continuidad del hijo en 
el núcleo familiar en el que se encontraba integrado y en el que se desarrollaba de manera saludable, en lugar de provocar 
perturbaciones en su estabilidad personal, familiar y social. Además, se acreditaba una excepción al principio del 
mantenimiento de las relaciones familiares biológicas, por lo que dar prioridad al nexo relativo podría afectar los 
sentimientos y estabilidad familiar del niño. 
El padre biológico interpuso recurso de revisión, en el que solicitó que la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determinara los alcances del derecho a conocer el origen biológico propio, como parte del derecho a la identidad de una 
persona menor de edad cuya filiación jurídica no coincide con la biológica. 
 
Criterio jurídico: Se actualiza una cuestión propiamente constitucional para efectos de la procedencia del amparo directo 
en revisión, cuando el Tribunal Colegiado de Circuito, al validar la prevalencia de la filiación jurídica sobre la biológica, 
omite definir el momento y la forma en que debe garantizarse el derecho de la persona menor de edad a conocer su 
origen biológico. 
 
Justificación: De conformidad con los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y 81, fracción II, y 96 de la Ley de Amparo, la procedencia del recurso de revisión en amparo directo exige la subsistencia 
de una cuestión propiamente constitucional y que el asunto revista un interés excepcional. 
La valoración del material probatorio y la determinación de la filiación que deba prevalecer en un caso concreto 
constituyen, en principio, temas de legalidad ajenos a esa vía, reservados al tribunal de amparo. 
Sin embargo, cuando el Tribunal Colegiado omite fijar el estándar mínimo para garantizar un derecho de la persona menor 
de edad –en el caso, el momento y la forma en que debe conocer su origen biológico– y deja abierta la posibilidad de que 
su ejercicio dependa de la voluntad de una tercera persona, se transgrede el núcleo esencial del derecho a la identidad, 
lo que amerita el análisis constitucional por esta Suprema Corte, sin que ello autorice a revisar la valoración probatoria 
sobre la filiación. 
 



 
PLENO. 
 
Amparo directo en revisión 4002/2023. 20 de enero de 2026. Unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Sara 
Irene Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, María Estela 
Ríos González, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf, Giovanni Azael Figueroa Mejía, quien 
formuló voto concurrente que no impacta en el tema de la tesis, Arístides Rodrigo Guerrero García y Presidente Hugo 
Aguilar Ortiz quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretariado: Carlos 
Adrián López Sánchez y Rocío Montserrat Fernández Nungaray. 
 
El Comité de Revisión, Aprobación y Numeración de Tesis, en sesión de tres de septiembre de dos mil veintiséis, y las 
personas Ministras que integran el Pleno de este Tribunal, aprobaron, con el número 184/2026 (12a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México a veintitrés de septiembre de dos mil veintiséis. 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2026 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de septiembre de 2026, para los efectos previstos en el 
punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).. 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Registro digital: 2032664 
Instancia: Plenos Regionales 
Duodécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: PR.CRT. J/2 A (12a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
NOTIFICACIONES RELATIVAS A LOS PROCEDIMIENTOS RELACIONADOS CON LA OMISIÓN DE PAGO DE DERECHOS POR 
EL USO DE FRECUENCIAS DEL ESPECTRO RADIOELÉCTRICO. SE RIGEN POR LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al determinar cuál es la 
normativa aplicable para llevar a cabo las notificaciones relativas a los procedimientos de liquidación de créditos por 
concepto de omisión de pago de derechos por el uso de frecuencias del espectro radioeléctrico. Mientras que uno estimó 
que es la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; el otro consideró que es el Código Fiscal de la Federación. 
Al conocer de la contradicción de criterios, este Pleno Regional fijó como punto a dilucidar el siguiente: ¿La normativa 
aplicable para llevar a cabo las notificaciones relativas a un procedimiento de liquidación de un crédito por concepto de 
omisión de pago de derechos por el uso de frecuencias del espectro radioeléctrico es la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo o el Código Fiscal de la Federación? 
 
Criterio jurídico: La normativa aplicable para llevar a cabo las notificaciones relativas a los procedimientos de liquidación 
de créditos por concepto de omisión de pago de derechos por el uso de frecuencias del espectro radioeléctrico es la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo. 
 
Justificación: Los procedimientos instaurados por el extinto Instituto Federal de Telecomunicaciones en relación con la 
omisión del pago de derechos por el uso de frecuencias del espectro radioeléctrico se rigen por la abrogada Ley Federal 
de Telecomunicaciones y Radiodifusión, conforme a su artículo 1. Sin embargo, no establece los requisitos que deben 
cumplir las notificaciones relativas a dichos procedimientos, pues su artículo 302 únicamente hace referencia a las 
disposiciones aplicables para la ejecución de las multas que, en su caso, se impongan. 
De ahí que en términos del artículo 6, fracción IV, de dicho ordenamiento, ante la ausencia de regulación específica en la 
propia ley, las notificaciones relativas a los procedimientos instaurados por el señalado Instituto relacionados con la 
omisión de pago de derechos por el uso de frecuencias del espectro radioeléctrico, deben regularse conforme a la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo. Ello es congruente con el hecho de que el procedimiento correspondiente se 
tramita conforme a las reglas procesales previstas en la propia ley. 



 
No obsta que con posterioridad el crédito que el Instituto Federal de Telecomunicaciones impuso a la persona pudiera ser 
considerado de naturaleza fiscal, porque la Ley Federal de Procedimiento Administrativo es aplicable supletoriamente a 
los procedimientos indicados, la cual, además, establece los requisitos que deben cumplir las notificaciones relativas. 
 
PLENO REGIONAL ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES. 
 
Contradicción de criterios 2/2026. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados de Circuito Primero y Segundo, 
ambos en Materia Administrativa Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con 
residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República. 17 de marzo de 2026. Tres votos de las personas 
Magistradas Mayra Sandoval Mendoza, Paula María García Villegas Sánchez Cordero y Urbano Martínez Hernández. 
Ponente: Urbano Martínez Hernández. Secretaria: Lorena Durán Chávez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa Especializado en Competencia 
Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República, 
al resolver el amparo en revisión 242/2025, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito en 
Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en 
la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República, al resolver el amparo en revisión 147/2024. 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2026 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de septiembre de 2026, para los efectos previstos en el 
punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).. 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Registro digital: 2032671 
Instancia: Plenos Regionales 
Duodécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: PR.P.T.CN. J/4 K (12a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
PROMOCIONES ELECTRÓNICAS DE TÉRMINO EN EL AMPARO. SON OPORTUNAS CUANDO, CONFORME A LOS REGISTROS 
GENERADOS POR EL PORTAL DE SERVICIOS EN LÍNEA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, QUEDEN 
DOCUMENTADAS DENTRO DEL LÍMITE TEMPORAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 21, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE 
AMPARO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al resolver recursos de 
reclamación en los que analizaron la oportunidad de distintos medios de impugnación presentados electrónicamente a 
través del Portal de Servicios en Línea del Poder Judicial de la Federación.  
Mientras que uno sostuvo que un recurso registrado a las cero horas con un segundo del día siguiente al de su vencimiento 
era extemporáneo, aun cuando el desfase fuera mínimo; el otro consideró oportuno un diverso recurso registrado a las 
cero horas con dos minutos y veintidós segundos del día posterior, al estimar que ese lapso podría corresponder al 
procesamiento técnico del sistema y que debía privilegiarse el derecho de acceso a la justicia. 
Al conocer de la contradicción de criterios, este Pleno Regional fijó como punto a dilucidar el siguiente: ¿Puede estimarse 
oportuna, a la luz del derecho de acceso a la justicia, una promoción electrónica de término que quedó documentada 
después de las veinticuatro horas del día de vencimiento, conforme al artículo 21, párrafo segundo, de la Ley de Amparo? 
 
Criterio jurídico: Las promociones electrónicas de término sólo deben estimarse oportunas cuando, conforme a los 
registros objetivos generados por el Portal de Servicios en Línea del Poder Judicial de la Federación, queden documentadas 
dentro del límite temporal previsto en el artículo 21, párrafo segundo, de la Ley de Amparo. 
 



 
Justificación: El artículo citado establece que las demandas y promociones de término presentadas electrónicamente 
pueden enviarse hasta las veinticuatro horas del día de su vencimiento. Mientras esta disposición fija el límite temporal, 
los registros generados por el indicado Portal documentan objetivamente la actuación electrónica y, para el cómputo de 
los plazos, debe atenderse a los datos de envío. Por ello, para determinar la oportunidad de la actuación debe identificarse 
su naturaleza, el plazo aplicable y la autoridad u órgano ante el cual deba formularse y, posteriormente, confrontarse la 
fecha y hora de envío registradas por el Portal con el momento en que venza el plazo correspondiente. Si el envío queda 
documentado después de ese límite, la promoción es extemporánea, aun cuando el desfase sea de segundos o minutos. 
La disponibilidad permanente del Portal y las fases técnicas de su operación no autorizan a crear márgenes judiciales de 
tolerancia por la brevedad del desfase, pues ello sustituiría el parámetro objetivo establecido por el legislador y afectaría 
la seguridad jurídica y la igualdad procesal. 
El derecho de acceso a la justicia y los principios pro persona (de interpretación más favorable para la persona) y pro 
actione (a favor de la acción) no permiten desconocer los plazos legalmente establecidos ni crear excepciones judiciales 
al límite temporal previsto por el legislador, sin perjuicio de los mecanismos expresamente previstos cuando una falla 
técnica del sistema sea reportada y constatada por la autoridad competente. 
 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE 
MÉXICO 
 
Contradicción de criterios 50/2026. Entre los sustentados por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal y el Décimo 
Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, ambos del Primer Circuito. 13 de agosto de 2026. Tres votos de las 
personas Magistradas Miguel Ernesto Leetch San Pedro, Angélica Iveth Leyva Guzmán y Verónica Alejandra Curiel 
Sandoval. Ponente: Angélica Iveth Leyva Guzmán. Secretario: Luis Enrique Velasco Prendes. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el recurso de reclamación 
2/2022, y el diverso sustentado por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el recurso de reclamación 35/2023. 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2026 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de septiembre de 2026, para los efectos previstos en el 
punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Registro digital: 2032674 
Instancia: Plenos Regionales 
Duodécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: PR.A.C.CN. J/56 A (12a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. LA PERSONA TITULAR DE LA DIRECCIÓN DE LO CONTENCIOSO DE LA SECRETARÍA DE 
BIENESTAR, ADSCRITA A LA DIRECCIÓN GENERAL DE NORMATIVIDAD Y ASUNTOS CONTENCIOSOS, TIENE 
LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLO EN REPRESENTACIÓN DE LA COORDINADORA ADMINISTRATIVA U OPERATIVA DE 
LA COORDINACIÓN DEL PROGRAMA PARA EL BIENESTAR DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD PERMANENTE DE LA 
DELEGACIÓN DE PROGRAMAS PARA EL DESARROLLO EN EL ESTADO DE GUANAJUATO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar si el director 
de lo Contencioso de la Secretaría de Bienestar está legitimado para interponer el recurso de revisión fiscal contra la 
sentencia del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, ante el que se demandó la nulidad de la respuesta negativa a la 
solicitud de incorporación al Programa de Pensión para el Bienestar de las Personas con Discapacidad Permanente. 



 
Mientras que uno consideró que sí está legitimado por ser la unidad administrativa encargada de la defensa jurídica de la 
señalada Coordinación; el otro consideró que no, porque el Manual de Organización y de Procedimientos de la Dirección 
General de Normatividad y Asuntos Contenciosos de la entonces Secretaría de Desarrollo Social quedó abrogado y, con 
ello, desaparecieron las unidades previstas para el despacho de sus asuntos, como fue la propia dirección general, que se 
auxiliaba de una Dirección de lo Contencioso, ahora inexistente conforme al actual Reglamento Interior de la Secretaría 
de Bienestar. 
Al conocer de la contradicción de criterios, este Pleno Regional fijó como punto a dilucidar el siguiente: ¿El director de lo 
Contencioso de la Secretaría de Bienestar, adscrito a la Dirección General de Normatividad y Asuntos Contenciosos, tiene 
legitimación para interponer el recurso de revisión en representación de la coordinadora administrativa u operativa de la 
Coordinación del Programa para el Bienestar de las Personas con Discapacidad Permanente de la Delegación de Programas 
para el Desarrollo en el Estado de Guanajuato? 
 
Criterio jurídico: La persona titular de la Dirección de lo Contencioso de la Secretaría de Bienestar, adscrita a la Dirección 
General de Normatividad y Asuntos Contenciosos, tiene legitimación para interponer el recurso de revisión fiscal en 
representación de la coordinadora administrativa u operativa de la Coordinación del Programa para el Bienestar de las 
Personas con Discapacidad Permanente de la Delegación de Programas para el Desarrollo en el Estado de Guanajuato. 
 
Justificación: Conforme a las consideraciones establecidas por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al 
resolver la contradicción de criterios 215/2025, de la que derivó la jurisprudencia P./J. 79/2026 (12a.), la legitimación para 
interponer el recurso de revisión fiscal en representación de una autoridad demandada corresponde a la unidad 
administrativa encargada de su defensa jurídica. Para identificarla, en el caso debe atenderse a las disposiciones del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Bienestar y al Manual de Organización y Procedimientos de la Dirección General 
de Normatividad y Asuntos Contenciosos. 
Si bien el actual Reglamento Interior no establece la existencia ni las funciones de una Dirección General de Normatividad 
y Asuntos Contenciosos, ni tampoco prevé su auxilio a través de un director de lo Contencioso, el Manual de Organización 
General de la Secretaría de Bienestar, publicado el 19 de junio de 2024, contempla en la estructura orgánica de la 
Secretaría una Dirección General de Normatividad y Asuntos Contenciosos, dependiente de la Unidad del Abogado 
General y Comisionado para la Transparencia. Las funciones establecidas para esa Dirección General son coincidentes con 
las previstas en el Manual de Organización y de Procedimientos de la Dirección General de Normatividad y Asuntos 
Contenciosos, en el que se establecen la existencia y atribuciones de la Dirección de lo Contencioso como unidad adscrita 
a aquélla. 
El Manual de Organización y de Procedimientos de la Dirección General de Normatividad y Asuntos Contenciosos no se 
opone a lo dispuesto en el Reglamento Interior ni en el Manual de Organización General de la Secretaría de Bienestar 
vigentes, sino que los complementa al establecer la existencia y atribuciones de la Dirección de lo Contencioso. Además, 
el artículo 2 del Reglamento Interior dispone que la adscripción y funciones de las unidades subalternas de apoyo que 
figuren en la estructura organizacional autorizada de la Secretaría serán establecidas en el Manual de Organización 
General o, en su caso, en los manuales de organización, de procedimientos o de servicios al público de las unidades 
administrativas a las que se encuentren adscritas. 
Por ello, no es posible sostener que el Manual de Organización y de Procedimientos de la Dirección General de 
Normatividad y Asuntos Contenciosos haya quedado derogado tácitamente con la entrada en vigor del Reglamento 
Interior, conforme a su artículo tercero transitorio, ya que dicha derogación sólo opera respecto de disposiciones que se 
opongan al Reglamento, lo que no ocurre en este caso. Ambos ordenamientos son coherentes y complementarios y así 
operan en el análisis funcional de la representación legal de la Secretaría y sus unidades administrativas. De ahí que 
desconocer la legitimación de la persona titular de la Dirección de lo Contencioso implicaría desconocer la estructura 
orgánica y funcional de la Secretaría y negarle a ésta y a sus unidades administrativas la posibilidad de defensa en los 
procedimientos en los que participen, en contravención al debido proceso. 
 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD 
DE MÉXICO 
 
Contradicción de criterios 65/2026. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en 
Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 9 de julio de 2026. Unanimidad de votos de las Magistradas Mayra 



 
Sandoval Mendoza, Virginia Pétriz Herrera y Mónica Saloma Palacios. Ponente: Virginia Pétriz Herrera. Secretaria: Alba 
Silvia Pérez Bribiesca. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver la revisión 
administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 40/2025, y el diverso sustentado por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver la revisión administrativa 
(Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 165/2024. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 79/2026 (12a.), de rubro: "RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. LA PERSONA TITULAR DE 
LA SUBDIRECCIÓN DE LO CONTENCIOSO DE LA DIRECCIÓN JURÍDICA DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES 
DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, ESTÁ LEGITIMADA PARA INTERPONERLO EN REPRESENTACIÓN DEL INSTITUTO 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2023)." y la sentencia relativa a la contradicción de criterios 215/2025 citadas, aparecen 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 15 de mayo de 2026 a las 10:20 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Duodécima Época, Libro 9, mayo de 2026, Tomo II, Volumen 1, página 8, así como 
Libro 10, junio de 2026, Tomo IV, Volumen 1, página 401, con números de registro digital: 2032134 y 34117, 
respectivamente. 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2026 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de septiembre de 2026, para los efectos previstos en el 
punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).. 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Registro digital: 2032681 
Instancia: Plenos Regionales 
Duodécima Época 
Materias(s): Administrativa, Común 
Tesis: PR.A.C.CN. J/57 A (12a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA SUSPENSIÓN DEL REGISTRO EN EL 
ESQUEMA DE CERTIFICACIÓN DE EMPRESAS, ORDENADA CON MOTIVO DEL PROCEDIMIENTO DE CANCELACIÓN, AL 
CONTRAVENIR DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO Y SEGUIR PERJUICIO AL INTERÉS SOCIAL. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar si procede la 
suspensión definitiva contra la suspensión de los efectos del Registro en el Esquema de Certificación de Empresas, 
decretada con motivo del inicio del procedimiento de cancelación, para el efecto de que la persona contribuyente continúe 
aplicando los beneficios fiscales relativos. Mientras que uno consideró que es improcedente porque permitir a la empresa 
continuar disfrutando esos beneficios sigue perjuicio al interés social y contraviene disposiciones de orden público; el otro 
estimó que mantenerlos provisionalmente no produce afectación. 
Al conocer de la contradicción de criterios, este Pleno Regional fijó como punto a dilucidar el siguiente: ¿La concesión de 
la suspensión definitiva contra la medida consistente en la suspensión del Registro en el Esquema de Certificación de 
Empresas, ordenada con motivo del procedimiento de cancelación, para el efecto de que la parte quejosa continúe 
aplicando los beneficios fiscales que dicho registro confiere, contraviene disposiciones de orden público y afecta el interés 
social? 
 
Criterio jurídico: Es improcedente la suspensión definitiva contra la suspensión del Registro en el Esquema de Certificación 
de Empresas, decretada con motivo del inicio del procedimiento de cancelación, para el efecto de que la persona 
contribuyente continúe aplicando los beneficios fiscales que éste le confiere, porque con ello se contravienen 
disposiciones de orden público y se sigue perjuicio al interés social. 
 



 
Justificación: El registro señalado constituye un régimen opcional que permite a quienes introducen bienes bajo 
determinados regímenes aduaneros aplicar un crédito fiscal equivalente al 100 % del impuesto al valor agregado y del 
impuesto especial sobre producción y servicios causados con motivo de determinadas operaciones de comercio exterior. 
La permanencia en ese esquema está condicionada al cumplimiento continuo de los requisitos establecidos en las 
disposiciones aplicables, pues su finalidad es permitir a la autoridad fiscal y aduanera mantener un control efectivo sobre 
las operaciones realizadas al amparo de la certificación. 
Quienes realizan esas operaciones cuentan con tres opciones: 1) enterar los impuestos señalados; 2) garantizar el interés 
fiscal mediante fianza otorgada por una institución autorizada; o 3) acogerse al esquema de certificación de empresas, 
siempre que cumplan los requisitos previstos para ello. Por tanto, la certificación no constituye una condición 
indispensable para realizar operaciones de comercio exterior, sino una opción que permite acceder a determinados 
beneficios fiscales. 
Por ello, cuando la autoridad advierte el posible incumplimiento de alguna de las condiciones exigidas para conservar el 
registro, su suspensión durante el procedimiento de cancelación opera como una medida provisional de control, de modo 
que de conceder la suspensión definitiva en el amparo para que la empresa continúe aplicando el crédito fiscal equivalente 
al 100 % de los referidos impuestos durante la tramitación del juicio, dejaría sin efectos esa medida y le permitiría 
conservar temporalmente un beneficio cuya subsistencia se encuentra sujeta a revisión, aun cuando la autoridad detectó 
una posible causa de incumplimiento que quebrantó la confianza fiscal que genera ese beneficio. 
En el entendido de que la negativa de la suspensión definitiva tampoco impide a la empresa continuar con sus operaciones 
de comercio exterior, ya que puede enterar las contribuciones correspondientes o, en los supuestos legalmente previstos, 
garantizar el interés fiscal mediante fianza. En cambio, concederla debilitaría el mecanismo de control fiscal y aduanero 
previsto para verificar que quienes disfrutan de los beneficios de la certificación cumplan permanentemente las 
condiciones establecidas para ello. Además, se privaría a la sociedad del beneficio de que esas facilidades fiscales sólo 
sean utilizadas por contribuyentes que mantengan las condiciones normativas que justifican su otorgamiento, así como 
del interés de que se cumplan las obligaciones fiscales vinculadas con la obtención de recursos públicos. 
En consecuencia, conforme al artículo 128 de la Ley de Amparo, al ponderar los intereses en conflicto, el perjuicio que 
resentiría la colectividad con la concesión de la medida cautelar es mayor que la afectación que podría sufrir la empresa 
con su negativa, pues le permitiría mantener los beneficios fiscales de la certificación mientras se determina si subsisten 
las condiciones que justifican su otorgamiento. 
 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD 
DE MÉXICO 
 
Contradicción de criterios 74/2026. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Segundo y Cuarto, ambos del 
Décimo Quinto Circuito. 3 de julio de 2026. Tres votos de las Magistradas Mayra Sandoval Mendoza, Mónica Saloma 
Palacios y Virginia Pétriz Herrera. Ponente: Mónica Saloma Palacios. Secretario: Martín Daniel Brito Moreno. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el incidente de suspensión 
(revisión) 565/2025, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
incidente de suspensión (revisión) 555/2025. 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2026 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de septiembre de 2026, para los efectos previstos en el 
punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).. 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Registro digital: 2032683 
Instancia: Plenos Regionales 
Duodécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: PR.A.C.CS. J/12 K (12a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  



 
Tipo: Jurisprudencia 
 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA PARA IMPEDIR LA 
PROGRAMACIÓN O PRÁCTICA DE EVALUACIONES DE CONTROL DE CONFIANZA EXIGIDAS COMO REQUISITO DE 
PERMANENCIA AL PERSONAL ADSCRITO A LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO DE MORELOS, AUN CUANDO ADUZCA NO 
UBICARSE EN EL RÉGIMEN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al resolver sobre la 
suspensión provisional solicitada por personal adscrito a la Fiscalía General del Estado de Morelos para impedir la 
programación o la práctica de evaluaciones de control de confianza. Mientras que uno la negó por considerar que su 
paralización seguiría perjuicio al interés social y contravendría disposiciones de orden público; el otro la concedió, al 
estimar que no existían elementos suficientes para establecer preliminarmente que la parte quejosa estuviera sujeta al 
régimen de evaluaciones de control de confianza. 
 
Criterio jurídico: Es improcedente conceder la suspensión provisional para impedir la programación o práctica de 
evaluaciones de control de confianza exigidas como requisito de permanencia al personal adscrito a la Fiscalía General del 
Estado de Morelos, aun cuando la persona quejosa aduzca no ubicarse en el régimen previsto en el artículo 123, apartado 
B, fracción XIII, de la Constitución Federal, ni pertenecer formalmente a una carrera policial, ministerial o pericial. 
 
Justificación: De los artículos 107, fracción X, de la Constitución Federal, así como 128, 129 y 138 de la Ley de Amparo, 
deriva que para resolver sobre la suspensión debe ponderarse la apariencia del buen derecho frente al interés social y el 
orden público, por lo que la medida cautelar no puede concederse cuando su otorgamiento cause un daño a la colectividad 
o la prive de beneficios que ordinariamente le corresponden. 
La seguridad pública y la procuración de justicia son funciones estatales orientadas a la protección de bienes colectivos. 
En ese sentido, los artículos 21, 73, fracción XXIII, 116, fracción IX, y 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución 
Federal permiten ubicar dichas funciones dentro del diseño constitucional sujeto a la profesionalización, evaluación y 
certificación, así como distinguir el régimen especial aplicable a las personas agentes del Ministerio Público, peritos y 
miembros de las instituciones policiales. 
En desarrollo de ese diseño, los artículos 4, fracciones VII y VIII, 60, 90 y 93 de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, 5, fracciones XVI y XVII, y 111 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Morelos, y 140 
y 143, fracción X, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Morelos, así como otras disposiciones 
reglamentarias, permiten advertir que: a) las instituciones de procuración de justicia forman parte del Sistema de 
Seguridad Pública; b) el personal adscrito a esas instituciones está sujeto a evaluaciones de control de confianza; y c) 
dichas evaluaciones, al ser medios y no fines en sí mismas, tienen por objeto verificar habilidades, aptitudes e identificar 
factores de riesgo relacionados con el desempeño de las funciones correspondientes. 
De ese marco normativo se infiere que la obligación de someterse a dichas evaluaciones no depende exclusivamente de 
la pertenencia formal a una carrera policial, ministerial o pericial, sino también de la adscripción o integración institucional 
a órganos que realizan funciones de seguridad pública o procuración de justicia. 
Esta interpretación encuentra apoyo en la jurisprudencia 2a./J. 183/2010, en la que la extinta Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación reconoció la constitucionalidad del sistema de evaluación de control de confianza respecto 
del personal de base de la entonces Procuraduría General de la República. 
Asimismo, al resolver la contradicción de tesis 144/2013, de la que derivó la tesis de jurisprudencia 2a./J. 116/2013 (10a.), 
la propia Segunda Sala determinó que es improcedente otorgar la suspensión contra esas evaluaciones, porque su 
paralización contraviene disposiciones de orden público y afecta el interés social, al existir un interés de la sociedad en 
que el servicio de procuración de justicia se preste por personal sujeto a mecanismos de evaluación, certificación e 
idoneidad institucional. 
Por tanto, existe una base normativa suficiente para sostener, al momento de resolver sobre la suspensión provisional, 
que las instituciones de seguridad pública, entre ellas las de procuración de justicia, están sujetas a un sistema de 
evaluación, certificación y control de confianza que comprende al personal adscrito a ellas conforme al marco normativo 
aplicable, de ahí que la sola afirmación de la persona quejosa de no pertenecer formalmente a una carrera policial, 
ministerial o pericial sea insuficiente para paralizar la programación o práctica de esas evaluaciones, pues ello afectaría el 
interés social y contravendría disposiciones de orden público, al impedir de forma temporal la operación de mecanismos 



 
que cumplen la función constitucional de evaluación y certificación en materia de seguridad pública, dirigidos a verificar 
la confiabilidad e idoneidad del personal vinculado con la procuración de justicia. 
 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD 
DE MÉXICO 
 
Contradicción de criterios 67/2026. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en 
Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito. 5 de agosto de 2026. Unanimidad de votos de las personas 
Magistradas Jorge Alberto Orantes López, Mariana Flores Vega y Diana Elda Pérez Medina. Ponente: Mariana Flores Vega. 
Secretario: Moisés Israel Flores Pacheco. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito, al resolver 
la queja 246/2026, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Octavo Circuito, al resolver la queja 235/2026. 
 
La tesis de jurisprudencia 2a./J. 183/2010 citada, aparece publicada con el rubro: "PROCURADURÍA GENERAL DE LA 
REPÚBLICA. CONSTITUCIONALIDAD DE LOS PRECEPTOS DE LA LEY ORGÁNICA RELATIVA QUE PREVÉN EL SISTEMA DE 
EVALUACIÓN DE CONTROL DE CONFIANZA, DEL DESEMPEÑO Y DE COMPETENCIAS LABORALES PARA LOS TRABAJADORES 
DE BASE DE ESA INSTITUCIÓN.", en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, 
diciembre de 2010, página 671, con número de registro digital: 163297. 
 
Nota: La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 144/2013 y la tesis de jurisprudencia 2a./J. 
116/2013 (10a.), de rubro: "SUSPENSIÓN. ES IMPROCEDENTE OTORGARLA CONTRA LAS EVALUACIONES DE CONTROL DE 
CONFIANZA PRACTICADAS AL PERSONAL DE BASE DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA." citadas, aparecen 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIV, Tomo 2, septiembre de 2013, 
páginas 1658 y 1697, con números de registro digital: 24606 y 2004605, respectivamente. 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2026 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de septiembre de 2026, para los efectos previstos en el 
punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Registro digital: 2032656 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Duodécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: I.2o.A.1 A (12a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
DERECHOS DE AUTOR. LA COMUNICACIÓN PÚBLICA DE OBRAS AUDIOVISUALES RADIODIFUNDIDA POR TELEVISIÓN 
ABIERTA Y RETRANSMITIDA EN TELEVISIÓN RESTRINGIDA EN FORMA ÍNTEGRA, SIMULTÁNEA Y SIN MODIFICACIONES, 
NO ACTUALIZA LA INFRACCIÓN EN MATERIA DE COMERCIO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 231, FRACCIÓN I, DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA. 
 
Hechos: Una persona moral dedicada a la prestación de servicios hoteleros demandó la nulidad de la sanción impuesta 
por el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial en la que declaró administrativamente la infracción en materia de 
comercio prevista en el artículo citado, por difundir contenidos audiovisuales en las habitaciones de su hotel, pues 
constituye una comunicación pública de la obra sin autorización previa o expresa del autor. El Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa declaró su nulidad, pero consideró que sí se actualizaban los supuestos del precepto citado. Contra esa 



 
decisión promovió amparo directo. Argumentó que las obras que contienen la señal que contrató es responsabilidad de 
la empresa de televisión restringida, quien es la que debe contar con la autorización correspondiente. 
 
Criterio jurídico: La comunicación de obras audiovisuales radiodifundida en televisión abierta y retransmitida en televisión 
restringida en forma íntegra, simultánea y sin modificaciones, no actualiza la infracción en materia de comercio prevista 
en el artículo 231, fracción I, de la Ley Federal del Derecho de Autor. 
 
Justificación: Los titulares de los derechos patrimoniales tienen el derecho de autorizar o prohibir la utilización pública de 
sus obras, así como de cobrar regalías cuando se realicen actos directos o indirectos de su comunicación pública. 
Sin embargo, para que se actualice el supuesto de infracción previsto en el referido artículo 231, fracción I, es necesario 
que: I) el solicitante de la declaración administrativa de infracción en materia de comercio sea titular de una obra protegida 
por derechos de autor, en términos de la Ley Federal del Derecho de Autor; II) se comunique o utilice públicamente una 
obra por cualquier medio y de cualquier forma y sin autorización previa y expresa del titular; y III) la conducta se hubiera 
realizado con fines de lucro directo o indirecto. 
La retransmisión de obras audiovisuales a huéspedes de hoteles por conducto de televisores instalados en sus 
habitaciones a través de un sistema de televisión restringida –televisión por cable–, si bien constituye un acto de 
comunicación pública, no requiere de una autorización del titular cuando la obra se transmitió por televisión abierta y sólo 
se reprodujo en tiempo real –en forma íntegra, simultánea y sin modificaciones– por la empresa de televisión restringida 
y, a su vez, esa señal se difundió por el hotel. Ello, porque conforme al artículo octavo transitorio del decreto de reformas 
a la Constitución Federal en materia de telecomunicaciones, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio 
de 2013, que incorporó al sistema jurídico mexicano las figuras de "must carry" y "must offer", reguladas en los diversos 
164 y 165 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, la difusión de tales contenidos debe regularse por el 
régimen de gratuidad, pues de acuerdo con dichos principios no queda a discreción de los concesionarios de televisión 
restringida su retransmisión, ni da opción a los autores de las obras audiovisuales de decidir o acordar sobre la puesta a 
disposición y la retransmisión de la señal de televisión abierta, por lo que ese acto de comunicación no puede generar una 
retribución adicional para su titular por cada retransmisión simultánea, por lo que es innecesario que el titular de la obra 
otorgue una autorización previa para esa retransmisión. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 518/2025. 27 de noviembre de 2025. Unanimidad de votos de las Magistradas Rosa González Valdés e 
Irais Berenice Galicia Cruz, y de María Alejandra Suárez Morales, secretaria en funciones de Magistrada. Ponente: María 
Alejandra Suárez Morales. Secretario: Guillermo Miguel Torres Sánchez. 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2026 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Registro digital: 2032657 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Duodécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: XXX.4o.6 A (12a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
DEVOLUCIÓN DE PAGO DE LO INDEBIDO. NO PROCEDE POR LA FALTA DE EJECUCIÓN DE UNA OBRA AMPARADA POR 
UNA LICENCIA DE CONSTRUCCIÓN, CUANDO EL PAGO SE REALIZÓ CONFORME A LA LEY Y LA FALTA DE EJECUCIÓN ES 
IMPUTABLE A LA PERSONA CONTRIBUYENTE. 
 
Hechos: Una persona moral demandó la nulidad de la resolución que negó la devolución de cantidades pagadas por 
concepto de derechos derivados de licencias de construcción. Argumentó que el pago constituía un "pago de lo injusto", 
porque las obras autorizadas nunca fueron ejecutadas y, por ende, no se materializaron los servicios públicos (supervisión 



 
e inspección) que –a su consideración– justificaban la contraprestación fiscal. El Tribunal de Justicia Administrativa del 
Estado de Aguascalientes declaró su validez. Estimó que no se actualizaba un pago de lo indebido porque fue enterado en 
cumplimiento de disposiciones legales vigentes y la persona contribuyente no impugnó oportunamente la determinación 
del crédito fiscal a través de los medios de defensa correspondientes, por lo que el pago quedó firme. Contra esa decisión 
la actora promovió amparo directo. 
 
Criterio jurídico: La falta de ejecución de una obra autorizada mediante licencias de construcción no actualiza, por sí sola, 
el pago de lo indebido ni genera derecho a la devolución de las cantidades enteradas por concepto de derechos, cuando 
el pago se efectuó conforme a la normatividad vigente al momento en que se realizó y la falta de ejecución de la obra es 
atribuible a la persona contribuyente. 
 
Justificación: Conforme al principio de legalidad tributaria previsto en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, el pago de lo indebido es el que se efectúa en exceso (se paga una cantidad mayor a la 
impuesta por la ley) o ilegalmente (desde el principio por no estar previsto en una norma general, o con posterioridad, 
con motivo de una resolución judicial firme favorable). El derecho a la devolución es una restitución en favor de la persona 
contribuyente que paga al fisco contribuciones que no le eran exigibles. 
En consecuencia, si el derecho fue determinado y cubierto en cumplimiento de disposiciones legales vigentes al momento 
del pago, no puede sostenerse que el ingreso recibido por el fisco resulte indebido. Tampoco se actualiza el denominado 
"pago de lo injusto", pues éste se presenta cuando los conceptos por los que se pagó no pudieron materializarse y esa 
imposibilidad no es imputable a la persona contribuyente. Por tanto, si la falta de ejecución de la obra deriva de decisiones, 
circunstancias o actos atribuibles a la propia contribuyente –como la actualización de estudios técnicos o la determinación 
de no continuar el proyecto constructivo–, el pago efectuado conserva su carácter legítimo y no genera derecho a 
devolución. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 546/2025. 7 de mayo de 2026. Unanimidad de votos de las personas Magistradas Adriana Vázquez 
Godínez, Jenny Ruiz Ornelas y Bryan Mauricio Alafita Sáenz. Ponente: Jenny Ruiz Ornelas. Secretario: Juan Manuel 
Gutiérrez Tenorio. 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2026 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Registro digital: 2032665 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Duodécima Época 
Materias(s): Administrativa, Constitucional 
Tesis: I.5o.A.5 A (12a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
NIÑAS Y NIÑOS CON DISCAPACIDAD. LA NEGATIVA INJUSTIFICADA DE LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS DE SALUD DE 
PROPORCIONARLES EL TRATAMIENTO MÉDICO NECESARIO PARA MEJORAR SU CALIDAD DE VIDA Y SU DESARROLLO 
PERSONAL INTEGRAL, VIOLA SU DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD. 
 
Hechos: Los progenitores de una niña con discapacidad auditiva promovieron amparo indirecto contra el Instituto 
Mexicano del Seguro Social por la omisión de otorgarle la atención médica necesaria, a través de una cirugía de colocación 
de implante coclear para tratar la hipoacusia bilateral profunda que padece. El Juzgado de Distrito sobreseyó el juicio en 
parte y concedió el amparo en otra. Contra esa decisión los profesionales médicos del hospital interpusieron recurso de 
revisión. Argumentaron que no era candidata a la cirugía para el implante por su edad y por padecer diversas afecciones 
neurológicas. 
 



 
Criterio jurídico: La negativa injustificada de las instituciones públicas de salud de proporcionar el tratamiento médico 
necesario a una niña o niño con discapacidad viola su derecho a la protección de la salud, cuando está demostrado que 
puede contribuir a mejorar su calidad de vida, durante su infancia y el desarrollo personal en su crecimiento. 
 
Justificación: Conforme al derecho a la protección de la salud, en relación con el principio del interés superior de la niñez, 
reconocido por el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por la Convención sobre los 
Derechos del Niño, todas las autoridades, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, deben establecer los mecanismos 
necesarios para garantizar, hasta el máximo de los recursos disponibles, que las niñas y niños que padecen alguna 
discapacidad gocen del nivel más alto posible de salud, para lo cual deben asegurar la prestación de servicios y 
tratamientos médicos acordes con su condición, a fin de mejorar su calidad de vida y favorecer su desarrollo integral, sin 
que su edad sea un obstáculo para ello. 
En ese sentido, cuando la evidencia médica demuestra que un tratamiento puede favorecer el desarrollo de una niña o 
niño con discapacidad, la negativa de las instituciones de salud a proporcionarlo, sin acreditar que represente un riesgo 
para su salud, que esté contraindicado o que carezca de utilidad médica, vulnera su derecho a la protección de la salud y 
obstaculiza su desarrollo integral. Que un paciente presente condiciones médicas o características que puedan limitar el 
alcance de los beneficios del procedimiento no constituye una razón suficiente para negar el tratamiento, máxime si se 
sustenta en su propia edad. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 500/2025. 5 de marzo de 2026. Unanimidad de votos de las personas Magistradas Luis Antonio Beltrán 
Pineda, Mirna Isabel Bernal Rodríguez y Nínive Ileana Penagos Robles. Ponente: Luis Antonio Beltrán Pineda. Secretaria: 
Zulma Marlene Lara Ceballos. 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2026 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Registro digital: 2032666 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Duodécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: I.5o.A.2 K (12a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
NIÑAS Y NIÑOS CON DISCAPACIDAD. SU SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD DEBE ANALIZARSE DESDE UNA PERSPECTIVA 
INTERSECCIONAL, QUE CONSIDERE TAMBIÉN LAS CONDICIONES DE LAS PERSONAS QUE EJERCEN SU CUIDADO 
PRIMARIO, A EFECTO DE GARANTIZARLES EL EJERCICIO DE SUS PROPIOS DERECHOS. 
 
Hechos: Los progenitores de una niña con discapacidad auditiva promovieron amparo indirecto contra el Instituto 
Mexicano del Seguro Social por la omisión de otorgarle la atención médica necesaria, a través de una cirugía de colocación 
de implante coclear para tratar la hipoacusia bilateral profunda que padece. El Juzgado de Distrito sobreseyó el juicio en 
parte y concedió el amparo en otra. Contra esa decisión los profesionales médicos del hospital interpusieron recurso de 
revisión. Argumentaron que no era candidata a la cirugía para el implante por su edad y por padecer diversas afecciones 
neurológicas. 
 
Criterio jurídico: En los casos que involucren a niñas y niños con discapacidad, su situación de vulnerabilidad debe 
analizarse desde una perspectiva interseccional que considere la concurrencia de factores que puedan colocarlos en una 
situación de desventaja para el ejercicio de sus derechos, tomando en cuenta el impacto que dichas circunstancias generan 
en las personas que ejercen su cuidado primario, cuyos derechos en este ámbito de cuidado también deben ser incluidos 
y protegidos. 
 



 
Justificación: Los derechos de las niñas y los niños con discapacidad, inclusive múltiple, imponen un deber reforzado de 
protección a cargo de todas las autoridades, incluidas las jurisdiccionales, lo que implica determinar oportunamente la 
existencia de posibles vulneraciones a sus derechos fundamentales. En este contexto, la perspectiva de interseccionalidad 
constituye una categoría de análisis aplicable a los casos que los involucren, pues permite identificar las condiciones que 
confluyen y que multiplican las desventajas y el estado de vulnerabilidad de la persona, ofreciendo una visión integral de 
la realidad que experimentan. Entre tales condiciones pueden figurar la edad, la discapacidad, el origen étnico, nacional o 
social, la identidad de género, la religión, el sexo, entre otras. 
El análisis de estos asuntos requiere una especial sensibilidad no sólo respecto de la niña o niño con discapacidad, sino 
también en relación con las personas que se dedican a su cuidado primario, ya que dicha labor suele implicar limitaciones 
en el ejercicio pleno y efectivo de sus propios derechos, lo cual incluso puede agravarse cuando confluyen elementos 
interseccionales. Que se garantice la protección del derecho a la salud de la persona menor de edad con discapacidad en 
su más alto nivel también impactará en la calidad de vida de sus personas cuidadoras. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 500/2025. 5 de marzo de 2026. Unanimidad de votos de las personas Magistradas Luis Antonio Beltrán 
Pineda, Mirna Isabel Bernal Rodríguez y Nínive Ileana Penagos Robles. Ponente: Luis Antonio Beltrán Pineda. Secretaria: 
Zulma Marlene Lara Ceballos. 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2026 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Registro digital: 2032672 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Duodécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: I.2o.A.2 A (12a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN SANCIONATORIA EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. PLAZO PARA 
QUE OPERE RESPECTO DE LAS FALTAS COMETIDAS DURANTE LA VIGENCIA DE LA ABROGADA LEY FEDERAL DE 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS Y CUYO PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO SE 
SUSTANCIÓ CONFORME A LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. 
 
Hechos: Una persona servidora pública cometió una falta administrativa calificada como grave durante la vigencia de la 
abrogada Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y la investigación se llevó a cabo 
conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas. Demandó la nulidad de la sanción impuesta por la falta 
cometida. El Tribunal Federal de Justicia Administrativa tomó en cuenta el plazo de 5 años previsto en la ley abrogada y 
declaró prescritas las facultades sancionatorias de la autoridad. Inconforme, ésta interpuso recurso de revisión fiscal. 
Argumentó que el plazo prescriptivo aplicable era el de 7 años previsto en la ley general referida, porque la prescripción 
debe considerarse como una norma procesal o adjetiva, al relacionarse con los plazos para investigar y sancionar, y no 
con la conducta sancionable. 
 
Criterio jurídico: El plazo para que opere la prescripción de las facultades de la autoridad para imponer sanciones es el 
previsto en la ley vigente al momento en que la persona servidora pública cometió la falta. 
 
Justificación: La prescripción es una institución ligada con el principio de seguridad jurídica de las personas justiciables, en 
tanto tutela el derecho a conocer los límites de actuación de la autoridad, al impedir que la situación jurídica de las 
personas permanezca indefinida. Por tanto, conforme a diversos criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, debe considerarse de naturaleza sustantiva. 



 
En materia disciplinaria la prescripción está vinculada con la facultad sancionadora de la autoridad, pues es inherente al 
ejercicio del poder punitivo depositado en ella, entonces, lo que prescribe es la facultad para sancionar a un servidor 
público por el transcurso del tiempo. En ese contexto, la norma sustantiva aplicable al caso corresponde a la abrogada Ley 
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, la cual regula el fondo del asunto, por ser la que 
se encontraba vigente al momento en que aconteció la conducta infractora y con la cual se calificó dicha falta. No es 
obstáculo que la investigación y el procedimiento administrativo se hayan sustanciado conforme a la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, pues en términos de la tesis jurisprudencial 2a./J. 47/2020 (10a.) de la extinta Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las faltas administrativas acontecidas con anterioridad a la entrada 
en vigor de la ley general, pero cuyo procedimiento de responsabilidad se hubiere iniciado bajo su vigencia, se aplicará 
ésta únicamente para la sustanciación del procedimiento, es decir, sólo en cuestiones adjetivas o procesales. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Revisión administrativa (Ley General de Responsabilidades Administrativas) 278/2025. 28 de enero de 2026. Unanimidad 
de votos de las Magistradas Irais Berenice Galicia Cruz y Rosa González Valdés, y de María Alejandra Suárez Morales, 
secretaria en funciones de Magistrada. Ponente: Irais Berenice Galicia Cruz. Secretario: Germán García Flores. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 47/2020 (10a.) citada, aparece publicada con el rubro: "RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. CUANDO LA INFRACCIÓN HAYA OCURRIDO ANTES DEL 19 DE JULIO DE 
2017 SIN QUE SE HUBIERE INICIADO EL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD, RESULTA APLICABLE PARA EL 
PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS).", en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 79, Tomo I, octubre de 2020, página 898, con número de registro digital: 2022311. 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2026 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

 


